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Civil presentar prueba instrumental y poner 

es de la mayor importancia y tras-

tJna cuestión de práctica
Es materia de dudas y cuestiones entre los abogados fijar 

hasta que estado de la causa se pueda con arreglo al Código de 
Prócddimiento 
posioióncB.

El punto, como se vé, 
cendencia.

Lo que di lugar á la duda es la diversidad de palabras de 
que se ha valido el codificador en los distintos articulos en 
que se fija la estación oportuna para producir prueba, de 
donde resulta verdadera oscuridad y hasta contradicción, 
real ó aparante, entre esos diversos articulos del Código.

En efecto: el articulo 374, establece que lo$ instrumentos de 
cualquier clase pueden presentarse en cualquier estado de la 
cúiiíít, hasta la citación para sentencias.

El art. 437 dispone: que las partes pueden en todo asunto y 
después de contestada la demanda ó gestión v antes de estar 
Citadas para sentencia pedirse reciprocamente Juramento 
sobre hechos personales concernientes á la materia en cues­
tión.

Y el art. 605 dice: uDespues del decreto de conclusión de 
LA CAUSA quedará cerrada lo la discusión; n o  podrá admitii se 
alegatos escritos ni verbales, ni producirse mas prueba, ni aún 
por medio de posiciones, saleo las que e lju jz  creyere oportunas 
para mejor proveer ó que la parte difiera al juramento de su 
contra parte y la instrumental en el caso del art. 374 (que 
llegue recien á su conocimiento^».

Aquí tenemos, pues, que los artículos 3 14 y 437, establecen 
quela prueba instrumental solo puede p:-oduoirse hasta la c i­
tación para sentencia', y el art. 605 faculta A las partes para 
presentar esa prueba después del decreto de conclusión.

¿I.,a citación para sentencia y el decreto de conclusión, son 
una misma cosa? En ese caso hay entro las disposiciones de 
esos artículos verdadera ó inconciliable contradicción,

¿Tienen diversa significación jurídica esos dos términos? 
Pues en eríte caso el legislador hubiera debido esplioar que 
es y que se entiende por decreto de conclusión.

Es nolablo desde luego que tratándose da un mismo acto el 
legislador haya empleado diversos términos para fijar la época 
en que pueden legalmente practicarse. Si la citación para 
sentencia y el decreto de conclusión de la causa tuviesen idén­
tica significación no se comprendería como en un caso se 
dice •hasta* que significa prohibición, y en el otro •después* 
que significa facultad.

Es indudable, pues, que esos dos términos tienen diversa 
acepción.

¿Cual es esa acepción? Eso es lo que se hace necesario de­
terminar para resolver las cuestiones que la ambigüedad del 
Código suscita.

En nuestro concepto el decreto de conclusión es el que des­
pués de alegado de bien probado por ambas partes manda

tasar y pagar las costas y satisfechas que sean citar las partes 
para sentencia.

Este decreto contiene la citación para sentencia pero su­
jeta á una condición prévia: la tasación y el pago de costas 
que puede demorar más ó menos tiempo.

Puede suceder, pues, que pendiente las diligencias de tasa­
ción y pago de costas, llegue á conocimiento de una de las 
parles un instrumento probatorio y entonces estaria en tiem­
po de presentarlo por cuanto el acto tendría lugar después 
del decretd de conclusión, pero antes ó hasta la citación para 
sentencia.

Esta es la única manera que hallamos de concordar los 
arts. 374 y 605 del Código de Procedimiento Civil. SI esta 
esplicacion no es admisible, seria necesario concluir que los 
artículos en cuestión son contradictorios y que es necesario 
modificarlos para hacerlos concordar.

Puesto que el C. L. se ocupa de ret-irmar el Código de Pro­
cedimiento seria bueno que la tuviese en cuenta para aclarar 
la duda que dejamos apuntada.

Los recursos de fuerza
En los dos últimos números de esta semanario, nos hemos 

ocupado det Proyecto de Ley del diputado D. R. Fernandez, 
que restablece los recursos de fuerza derogados por el art. 710 
del Código de Procedimiento Civil, examinándolo en nuestra 
discusión con El Bien Público, del pinito de vista constUu. 
cional y canónico.

Terminada aquella polémica, vamos á. ocuparnos hoy del 
referido proyecto, considerándolo del punto de vista pura­
mente jurídico.

Un ilustrado colaborador de El Bien Público, en quien he­
mos creído reconocer á uno de nuestros mas reputados ju - 
risconsulto.s, ha abordado la cuestión resueltamente bajo la 
verdadera y única faz porque puede y debe encararse, á saber, 
la conveniencia ó inconveniencia de restablecer los recursos 
de fuerza en «el modo de conocer y proceder* y en no otorgar 
la apelación.

Escúsado es decir que el anónimo cn'aborador de el diario 
católico defiende fervorosamente el ai-iiculo 710 del Código 
de Procedimiento Civil con el doble ardor del celo religioso y 
del amor de padre, lo que no impide que la cuestión esté há­
bilmente tratada con razones y argumentos del dominio pu­
ramente jurídico.

En cuestiones de esta clase los extractos de las tésis que se 
impugnan por mas completas y concienzudos que sean, ado­
lecen de emisiones inevitables que dan lugar después á re­
clamaciones cuando no á reproches de deslealtad de parte 
del que creo mal compendiadas y debilitadas sus razones. 
Preferimos, pues, reproducir integramente el artículo de que 
vamos á ocuparnos y que merece ser leido con detención por 
los que den á esta cuestión su verdadera y positiva impor­
tancia. En ese articulo están agrupados los mus fuertes, siné 
todos los argumentos que contra la subsistencia de los re­
cursos de fuerza puede aducirse.

Habla el colaborador de El Bien Público-.

UN PROYECTO DE LEY
("COLABORACION/

«Con este epígrafe, el director y redactor de El Bien Públi*



138 I » a  B e T í s t a  F  o r  e  n  s

i r

I*:-

co, ha refutado victoriosamente el mal intencionado proyecto 
presentado recientemente ante la H. Cámara de Representan­
tes pretendiendo establecer la superintendencia de los tribu­
nales civiles sobre los eclesiásticos, y modificar el art. 710 de 
nuestro Código de Procedimiento Civil. En cuanto á lo prime 
ro, la refutación ha sido victoriosa, y aunt^ue esperamos gue 
lo será igualmente, respecto á lo segundo nos permitimos 
contribuir con las siguientes observaciones que nos ha suge­
rido la Opinión de los autores del proyecto de la Alta Córte, 
que también ha de ser objeto de discusión por la actual Legis­
latura.

El art. 710 citado, es una de las disposiciones del Código 
de Procedimiento mas digna de elogio, porque limita los 
recursos de fuerza á los casos en que se cometa en conocer y 
proceder. Con esta limitación no hay litigantes privilegiados; 
todos tienen iguales garantías, y la jurisdicción, la indepen­
dencia y el decoro de los tribunales quedan debidamente res 
petados.

En los tribunales eclesiásticos se han establecido tres ins 
tandas, lo mismo que en los tribunales civiles, y de los agra­
vios que causan sus providencias hay recursos de apelación, 
nulidad y revisión, establecidos para las causas civiles, ya sea 
en cuanto a! fondo del asunto, ó al modo de conocer y pro 
ceder.

Según la ley, la fuerza pueden cometerla también los jue­
ces civiles; pero si es sobre el modo de conocer ó en no otor 
gar, el remedio debe buscarse recurriendo al >uperior inme 
diato. Igual recurso tienen los que litigan ante los tribuna­
les eclesiásticos; luego, acordarles además el de fuerza para 
estos casos, es favorecerlos con privilegios siempre odiosos y 
tanto mas chocantes en nuestro sistema democrático, puesto 
que los lecursos en el modo de conocer y en no otorgar, son 
exclusivamente en beneficio particular del litigante. Otra cosa 
sucede con el recurso en conocer-¡j proceder, tiene por 
objeto vindicar y defender la potestad temporal; asi que ese 
recurso procede siempre que las autoridades eclesiásticas in ­
tervienen en causas ó asuntos profanos que no están someti­
dos á su jurisdicción.

Ademas, si aun los que sostenían la legitimidad y eonve 
niencia de los recursos en el modo y en no otorgar, antes 
de ser suprimidos en España, aseguraban que no tenian lu­
gar respecto de fallo definitivo de losjueces eclesiásticos cuan­
do procedía apelación, la razón y la lógica enseñan que debe 
bastar este recurso tratándose de resoluciones sobre inci­
dentes.

Los recursos de fuerza se establecieron como una garantía 
para las personas obligadas por el fuero de los eclesiásticos á 
litigar ante sus tribunales, pero si en España se reconoció 
que esos recursos eran ménos necesarios á consecuencia de 
los considerables limitaciones que habia experimentado la 
autoridad eclesiástica, no hay motivo entre nosotros para 
mantener los que se refieren al procedimiento, desde que es 
tan reducida la jurisdicción eclesiástica, á la cual solamente 
compete conocer de los delitos que solo son tales cometidos 
dor un eclesiástico. De manera que los recursos en el modo 
quedaban casi exclusivamente en uso para los eclesiásticos, y 
los muy raros que en épocas pasadas so han deducido en 
nuestro foro, lo han sido por individuos de ese fuero con el 
intento de sustraerse al cumplimiento de medidas disciplina­
rias ó medicinales impuestas por los Prelados, y que son su 
deber acatar.

Los autores del proyecto al restablecer tales recursos tan 
sensatamente suprimidos por el Código do Procedimiento 
Civil, alegan: l . °  «Que los tribunales eclósiástioos son pri­
vativos en el órdon de su jurisdicción, pero no absolutamente 
independientes como lo ha establecido el Código al suprimir 
los mencionados recursos.»

Sin duda cuando se afirmaba semejante inexatitud no se 
tenia presente el art. 767 del Código, cuyo tenor os este: «Si

«la contienda de competencia tiene lugar entre un tribunal 
«civil y otro eclesiástico, la resolverá eicmprej.a Alta Corte 
"de Justicia ó el Tribunal que haga sus veces. Si se resuelve 
«que el conocimiento del negoeft corresponde al Tribunal Ci- 
«vil, solo las resoluciones de este producirán efectos civiles.» 
En vista de tan terminania disposición, podrá afirmarse que 
el Código establece la absoluta independencia de los Tribu­
nales eclesiásticos cuando se trata de defender la jurisdicción 
civil? Ciertamente que no.

La 2¡* alegación de los autores del proyecto dice: «que los 
«tribunales eclesiásticos como todos los demás de la Repúbli- 
«ca, pueden separarse del órdon legal del procedimiento y ha- 
«cer fuerza al ciudadano infringiendo la ley ó invadiendo 
«jurisdicciones que le son extrañas, que cuando esto ocurra, 
«la ley no puede desamparar por completo el derecho del ciu- 
«dadano ó extranjero, sin peligro de consagrar una indepen- 
«dencia que podría degenerar en lo arbitrario!, convenido, 
pero por eso, para el caso de fuerza por los tribunales civiles, 
la ley acuerda los recursos ó infancias ame los superiores, y 
si estos bastan para amparar al litigante ante esos tribuna 
lés, deben también ser bastantes para ante los tribunales ecle­
siásticos que tienen como los civiles una existencia legitima 
y una jurisdicción privativa; por lo cual el Código de P. C. 
declara, que no puede prorogarse la jurisdicción de un tribu­
nal eclesiástico para que conozca de un negocio civil, ni vice 
versa.

La 3.^ alegación consiste, en que no se debe consentir la 
apelación para una sede arzobispal ó a Roma, sin menoscabo 
de ia soberanía nacional», pero acaso porque el Código su­
prima en el modo de proceder y en no otorgar los recursos 
de fuerza se sigue el de apelación para fuera de la Repá 
blica? Cabalmente se han organizado los tribunales eclesiás 
ticos para impedir que esto sucediese.

La Ley de 13 de Julio de 1835 se expresa asi: «El P E. 
en consorcio con el Vicario Apostólico existente en la Re­
pública, acordará la organización de tribunales y juzgados 
que conozcan de las causas y nagocios de la jurisdicción ecle­
siástica en las instancias por derecho, de modo que todos 
concluyan dentro del territorio del Estado.». Celebrado el 
acuerdo, quedaron establecidos los tribunales con tres ins­
tancias, lo própio que los civiles, en Agosto 12 de aquel año, 
sin la menor alusión á los recursos de fuerza.

Aun los de conocer y proceder, en opinión de sabios ju ris­
consultos, «podrian sin duda convertirse en el dia, en cues- 
«tiones de competencia que se decidirían como las demás que 
«s suscitan entre los tribunales, y tanto mas hoy que no hay 
«ejemplar de los abusos que se indicaban antes como causa 
ocasional de esos recursos.»
Por último, alegan los autores del proyecto, «que la supre- 

«sion de los recursos en el modo de conocer y la no otorgar, 
«es inconstitucional, pues, el art. 97 habla de recursos de fuer- 
«za. que eran los existentes por las leyes espartólas, y no de 
«un solo recurso á que se ha limitado el Código»; pero la 
Constitución no ha declarado que sean irrevocables las leyes 
españolas, y por el contrario supone que pueden ser revoca­
das ó modificadas, puesto que las deja en vigencia en cuanto, 
directa ó indirectamente, no se opongan á los decretos y leyes 
que carpida el Cuerpo Legislativo (articulo 148), y en materia 
de procedimiento forense era mas reclamada y necesaria la 
reforma da esas leyes.

Ha sido, pues, muy acertada la limitación del Código de 
Procedimiento sobro los recursos en cuestión, y es lisongero 
citar en su apoyo dos nuevas é importantísimas leyes; la 
primera de 15 de Setiembre de 1870 sobre organización de 
poder judicial que ha dejado solamente en vigencia el recurso 
de fuerza en conocer y proceder, y la segunda de 3 de Febrero 
de 1881 sobro o/iyHtcíctmionfo civil, que reproduce y confirma 
la disposición de aquella.

Estas dos leyes de la antigua metrópoli revelan que antes 
que nosotros reconocieron allí la conveniencia de reformar la



T
l ia  B e v l a t a  F o r e n s e « 9 -

.egislacion respectiva^ y que después de nosotros se mantiene 
la reforma que es el fruto de la opinión mas ilustrada y pre­
dominante y tanto mas autorizada para nosotros, puesto que 
se relaciona con la legislación que nos era común sobre el 
particular.

Dejaremos de lado los argumentos que en defensa del pro­
yecto de ley han aducido sus autores, para concretarnos a 
las razones y argumentos de su ilustrado impugnador.

La base de esa argumentación y la fuente por lo mismo de los 
errores que envuelve está en desconocer la naturaleza y condi­
ción especiallsima de los tribunales eclesiásticos equip.arán- 
dolos á los tribunales civiles, de donde surje naturalmente una 
confusión inevitable entre \as instancias del juicio y los recur­
sos de fuerza.

Los tribunales eclesiásticos vinculados estrechamente á la 
Iglesia, funcionan y pretenden funcionar en nombre y re­
presentación do una sociedad perfectamente, tfidepefidtcnte 
anterior y superior al Poder temporal del Estado.

La condición escepcional y especial en que se hallan estos 
tribunales la reconoce implícitamente el Código de Procedi­
miento Civil en el hecho de haber establecido el recurso de 
¡Hería en conocer. Si los tribunales eclesiásticos están en 
identidad de condiciones con los demás tribunales que funcio­
nan en el país ¿por quó se les somete á ese recurso especial? 
Para defender la jurisdicción de los tribunales civiles no era 
necesario crear ese recurso, pues, para eso basta establecer la 
querella de competencia.

Es que la jurisdicción contenciosa que esos tribunales 
ejercen, no emana, según ellos, de la ley civil que les diera 
existencia, sinó directamente del Papa, es decir de un sobe­
rano extranjero.

Agréguese á esta pretensión de Poder independiente, resis­
tida por el Poder temporal de los Estados, pero no abando­
nada como se vé por la Iglesia; agréguese, decimos, la Índole 
especial de las causas sometidas á los tribunales eclesiásticos, 
causas en que so hallan comprendidos los intereses de la 
Iglesia y las pasiones religiosas, tanto mas temibles cuanto 
mas ardiente y sincera es la fé de los sectarios, y se coiipren- 
derá sin dificultad el fundamento y la razón de ser que tu­
vieron y no han dejado de tener los recursos de fuerza.

Esos recursos que representan la superitendencia que en 
uso de la soberanía correspondía al Estado sobre todos los 
tribunales que administran justicia en el país, fueron la valla 
puesta por el Poder temporal de los reyes católicos de España 
á los avances usurpadores y á las injusticias y abusos de la 
Iglesia representada por los tribunales eclesiásticos.

La recta administración de justicia es uno de los intereses 
primordiales de toda nación constituida, y el Estado no puede 
ser indiferente y estraño al modo como 1», justicia se admi­
nistra en sus dominios territoriales.

Tratándose de tribunales que se dicen delegados ó depen­
dientes de un soberano extranjero, ó cuando ménos de un po­
der que djsíinto del Estado, sometidos á la influencia perni­
ciosa de intereses própios y de pasiones de secta, no bastaba 
que el poder temporal reivindicase su jurisdicción contra las 
usurpaciones de la Iglesia por medio del recurso de fuerza 
en. conocer; era indispensable además que tuviese sobre los 
procedimientos de esos tribunales la intervención necesaria 
para velar por la libertad de conciencia y la integridad de los 
derechos de todos los habitantes del país, que tienen el deber 
de garantir, y á este fin se establecieron lo.s recursos de fuerza 
en el modo de proceder y en no otorgar la apelación.

A esto se nos objeta que los recursos en el modo por las 
limitaciones puestas á la autoridad eclesiástica, gue solamente 
conoce de los delitos que soloson tales cometidos por eclesias 
ticos—han quedado reducidos esclusivamente en uso para los 
eclesiásticos, que los deducen con el objeto de sustraerse al 
cumplimiento de medidas disciplinarias ó medicinales com­
puestas por ios prelados y que son de su deber acatar.

El argumento aun siendo exacto no tiene fuerza. Los ecle­
siásticos por el hecho de ser habitantes del país tienen dere­
cho á ser protegidos en sus derechos y libertades.

Y aqui debemos observar que los recursos de fuerza en el 
modo no tienen por objeto ni por efecto sustraer á los que 
litigan ante los tribunales eclesiásticos al cumplimiento d.i las 
leyes canónicas, pues, la intervención délos tribunales civiles, 
está limitada en esos recursos, como es sabido, á declarar que 
el juez eclesiástico hace fuerza, esto es que viola en el fondo 
ó en la forma la ley de cuya aplieacion se trata. Que la ley ó 
la disposición que se invoca sea inicua ó no, eso no es de la 
competencia del tribunal civil y desde entonces mal podrían 
recurrir á él los eclesiásticos con el intento de sustraerse al 
cumplimiento de sus deberes.

Pero no es exacto tampoco que la jurisdicción de los tribu­
nales ecleciásticos se halle hoy reducida al conocimiento de 
los delitos que solo son tales cometidos por eclesiásticos. A 
los tribunales eclesiásticos compete el conocimiento do todas 
las causas de divorcio y de nulidad de matrimonio en que son 
parte individuos s glares que nada tienen que ver con las 
disposiciones puramente disciplinarias ó medicinales de los 
Prelados. Los intereses que se debaten en esas causas en 
que se hallan comprometido el honor, la libertad, el porvenir 
entero de dos personas son hasta supremos para que no me­
rezcan la protección del Estado, contra las opreciones posi­
bles de los tribunales eclesiásticos.

Convenimos en que las limitaciones que los progreso de 
la razón pública han puesto al poder de la Iglesia han des- 
mínuido la frecuencia y la magnitud de sus abusos; pero aún 
asi mismo los recursos de fuerza en el modo no han perdido 
su utilidad ni su razón de ser. Basta que el abuso sea posible 
para que el remedio sea necesario.

Por otra parte, la existencia de esos recursos está intima­
mente relacionada con el ejercicio de la soberanía nacional. 
Como lo ha hecha resaltar en varios y notables artículos un 
ilustrado jurisconsulto que colabora rn La Tribuna Popular, 
esos recursos son la efectividad del Patronato.

La nación consiente la existencia do la Iglesia como socie­
dad independiente y autónoma; consiente que en su territorio 
rija una legislación que no emana directamente de su legisla­
tura; pero á condición de intervenir en la organización de la 
Iglesia y de los tribunales que han de aplicar las leyes canó­
nicas y en los procedimientos de esos tribunales.

La Constitución comó las leyes Españolas han dividido asi 
el ejercicio del Patronato en dos ramas. Al P. E. corres - 
ponde según elart. 81 de la Constitución, las atribuciones que 
correspondían antes á los Vireyes en lo relativo al nom­
bramiento de autoridades eclesiásticas desde Obispos hasta 
Sacristanes y á la alta Córteó al Tribunal que haga sus ve­
ces corresponde'por el art. 97 las atribuciones que antes cor­
respondía á las audiencias en todo lo judicial y contencioso.

Derogar los recursos de fuerza elimiii.indo la intervención 
y superintendencia de la alta Córte en los jiiici is y tribunales 
eclesiásticos es renunciar al Patronato consagrado por la 
Constitución.

y  esta renuncia, que ninguna ley puede hacer porque una 
ley no puede derogar la Constitución seria hoy tanto mas pe­
ligrosa, perjudicial é injustificada cuanto que según la graví­
sima denuncia hecha por el colaborador de La Tribuna Popu­
lar, bajo el Gobierno Dictatorial de Latorre el Superior Tri­
bunal de Justicia ba dado el pase á una Bula, que atribuye 
al Obispo, (sin intervención del Poder Ejecutivo) el nombra­
miento de las personas que han de componer los tribunales 
eclesiásticos.

Si esta Bula existe, es nula y. no puede tener efecto por 
que es contraria á la Constitución; pero entre tanto y mien­
tras los tribunales eclesiásticos funcionen bajo la dependenctn 
esclusiva del Obispo, es algo mas que conveniente, es indis­
pensable, qúe se restablezcan los recursos de fuerza en el 
modo, como el único remedio eficaz á los abusos ó injusticias 
posibles de los tribunales eclesiásticos.
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. Interesantes cuestiones jurídicas
Empezamos la publicación de los alegatos presentados 

por las partes en un importante pleito que ha sido fallado ya 
en 2? instancia, y que pende hoy en grado de nulidad noto­
ria, porque se controvierten en él interesantes cuestiones 
jurídicas que se relacionan con preceptos constitucionales y 
oon principios fundamentales del órden político y econó­
mico.

Persona conosidlsima en esta ciudad y poseedora de una 
regular fortuna, testó instituyendo heredera universal á su 
esposa é imponiendo al mismo tiempo que á;su fallecimiento 
los bienes pasasen por terceras partes ó los herederos de la 
misma á Dn. E. A. ó sus herederos y á Dn. F. G. y los suyos.
* ■ La señora viuda pretende: I.” que la cláusula referida, en 
cuanto le impone la forma en que ha de trasmitir sus bienes 
á su fallecimiento, envuelve una vinculación prohibida por 
el art. 133 de la Constitución.

2. * Que aún cuando no tuviese ese alcance el art. consti­
tucional, esa cláusula importa un fideicomiso expresamente 
prohibido por los artículos 827 y 828 del Código Civil.

3. * Que el Código Civil es aplicable al caso ocurrente por 
que la sustitución vá á verificarse bajo su imperio.

4. * Que aún cuando oso no fuese asi, serian aplicables las 
disposiciones del Código, porque el art. 133 ofrecía por lo 
menos dudas sobre su interpretación y su alcance que no ha 
bian sido resueltas por la jurisprudenoiapráctica, y el art. 1148 
del mismo, establece que «las sucesiones abiertas antes de la 
promulgación del Código se regirán por sus disposiciones 
cuando las leyes en vigoral tiempo de su promulgación hu­
biesen ofrecido dudas que no hubiesen sido resueltas por la 
jurisprudencia práctica.

Por su parte los herederos sostieaen.
l . “ Que no es cierto que la Constitución prohibiese las vin­

culaciones que no tenían un carácter de perpetuidad.
2.0 Que no es aplicable el Código á una sucesión abierta 

antes de la promulgación del mismo, aun cuando la sustitu­
ción que él prohíbe haya de hacerse efectiva bajo su imperio. 

Que no lo es aun cuando hubiesen ocurrido dudas sobre
la inteligencia del art. 133 de la Constitución desde que esos 
dudas no llegaron á manifestarse en juicio.

Como se vó las cuestiones, que se han discutido y resuelto 
en primera y segunda instancia en favor de los herederos 

sustitutos yen contra de la viuda, son interesantes, y se rela­
cionan con preceptos constitucionales y con principios funda­
mentales como hemos dicho; y esto hará, estamos ciertos, que 
las personas versadas en derecho lean con gusto los alegatos 
de las partes en primera instancia, que reasumen todo el pleito 

y las sentencias que se han pronunc’ado.
Empezamos hoy con el alegato de la parte actora.

ALEGATO DE BIEN PROBADO
. Sr. Juez L. de lo Civil.

blecido V. S. la jurisprudencia que actualmente se armoniza 
con nuestras instituciones, con el espíritu y la letra del pre­
cepto constitucional que abolió toda clase de vinculaciones y 
con la autorizada opinión de nuestras propios codifidores 
que consideraron anulados y prohibidos en la República desde 
que se promulgó el Código fundamental, el año 1830,por razo­
nes de órden público y de principios democráticos trascenden­
tales, todas las sustituciones que importasen gravar los bie­
nes hereditarios á imposiciones preconstituidas por el tes­
tador.

Antes de dilucidar la cuestión en el terreno en que la he 
planteado en mi demanda y de hacerme cargo de las escep- 
ciones y defensas consignadas en las contestaciones de los 
demandados, séame permitida fijar de una manera inequívoca 
la naturaleza del gravamen ó vinculación que se contiene en 
la cláusura 7.® del testamento de D. L. G. desde que en la 
dúpiica de los demandados se ha intentado desconocersu ver­
dadero carácter pretendiendo que no constituye una susti­
tución de herencia sinó una restitución de usufructo.

M. A. por mi hermana, Da. C. A. de G. sobre nulidad de 
■ la cláusula testamentaria por la cual se le impuso la obli­
gación de distribuir de una manera determinada los bienes 
en que fuó instituida heredera universal por suesposo Dn. L, 
G. alegando de bien probado y concluyendo para 'definitiva, 
áV . S. como mas haya lugar digo: que por elmérito de lo 
alegado y probado y de lo que alegaré todavía, se ha se 
servir V. S. declarar en definitiva la nulidad de la referida 

oláusiil i (la 7.® del primer testara mto lie Don L. G.) en 
cuanto impone á mi representada la obligación de restituir 
á su fallecimiento los bienes en que os instituida por ter 
ceras partes á sus propios herederos: á Don E. A. y á Don 
F. G. ó sus respectivos herederos, déolarando asi mismo 
á mi representada única y universal heredera, sin graváme n 
ni vinculación de ningnn género, do conformidad á lo que 
dispone el art. 133 do la Constltueiou, y los artículos 827, 828 
y 82» del Código Civil.

Resolviendo de osa suerte la presente cuestión, habrá esta-

¿Es cierto que la cláusula 7. ® del testamento de Don L. 
G. dice el representante de la Sucesión A. encierra una 
vinculación como lo establece la parte contraria.?

Y se contesta en seguida.
La referida cláusula puede perfectamente reducirse á un 

legado de usufructo y á un legado de propiedad permitidos 
por la legislación anterior y por la actual. —En dicha dispo­
sición testamentaria el Señor G. hace dos instituciones 
al mismo tiempo; por una instituye heredera usufructuaria 
de sus bienes á doña C. A . y por otra propietarios á terceros 
entre los que se encuentran mis representados.

Corroborando lo mismo, dice al concluir el capitulo relati­
vo después de haber transcrito las cláusulas de la referencia 
de una manera incompleta.

«De esas disposiciones se deduce que hay dos instituciones 
distintas simultáneamente hechas.

lA la viuda se le deja el usufructo vitalicio de los bienes 
«con libertad de administración y á otras personas se les 
«deja la propiedad gravada oon ese usufructo separándose el
• usufructode la mera propiedad como nuestro Código mis- 
»mo autorizni.

Esto mismo, aunque mas á la ligera todavia se confirma 
por el defensor de oficio D. F. G. á 95,

Indudablemente si por la cláusula del testamento de D. L. 
G. solo se hubiese dejado el usufruto á D. C. A. y la propie­
dad por terceras partes á los propios herederos de la usu 
fructuaria, á D. E. A. y á D. F. G. ó sus herederos, no 
habría institución prohibida ni por las leyes antiguas ni por 
la constitnoion por el Código, y de cierto, insensatez habría 
sido promover este pleito.

Pero la verdad es que no hay tal usufructuaria de los bie­
nes en primer término y tales herederos directos en segundo.

Ni el apoderado de la sucesión A. ni el defensor de oficio 
de D. F. G. lo entienden asi como no puede entenderlo na 
dio de buena fé. y la propia debilidad con que insinúan esa 
defensa está demostrándolo asi, lo que á la verdadhonra á 
uno y otro letrado.

El art. 830 del Código Civil establece «que no se entiende 
«contener snstitucion la disposición en que el tostador deja la 
•propiedad d uno y el usufructo á otro it otros, con snjeccion 
•d lo dispuesto en el titulo del usufructo,»

Pero veámos con sinceridad si es tal usufructuaria mi re­
presentada.

Averiguarlo y decidirlo es cuestión de buena fó y recto 
sentido.

La oláusnla 7. ® dice tostunlmento .asi.—cMediante no te- 
«ner herederos, ascendientes ni descendientes; en el rema- 
«nonto que ficaro de todos mis bien.es, iustituyo y nombro 
«por mi única y universal heredera d mi ospresada actual
• esposa Oa. C. A . de G. siendo entendido que esta insti
• ilición la hago en la inteligencia de que al fallecimiento do



T"
l<a B e v l s t a  F o r e n s e U l

lella, los bienes en que la instituyo han de pasar por teroe 
•ras partes entre los herederos de la precisada tni esposo 
fD. E. A. los suyos y D. F. G. suyos por que asi es mi de- 
«liberada voluntad.»

Esta sola cláusula, aunque no hubiese sido esplicada y am 
pliada al final del testamento, no dejaría duda respecto de la 
naturaleza de ios derechos conferidos á mi representada, desde 
que se le instituye heredera sin mas obligación que la de pasar 
la herencia á su fallecimiento á las terceras personas que se 
Indican en la misma cláusula, espresion Típica de las sustitu­
ciones que instituyen heredero á uno con cargo de restituir á 
otro—sustitución espresamente prohibida por el art. 133 de 
de la Constitución que abolió toda clase de vinculaciones, y 
por el art. 627 del Código Civil que establece que todo fidei 
comiso es nulo, cualquiera que sea la forma con que se le 
revista; agregando que toda sustitución fuera de la señalada 
en los artículos 820 y 821 se considera fideicomiso.

Pero el agregado quese contiene al final dei testamento no 
deja lugar ni á sombra de duda y demuestra á la evidencia 
que mí representada no es usufructuaria sino heredera pro 
pietaria, á quien, es verdad, se impone una vinculación pero 
vinculación que no le quita su carácter y que en rigor de 
derecho y de sana jurisprudencia debe tenerse por no im ­
puesta.

Ese a g re g a d o ,  dice, y ruego  á V. S. que p a r e  en él su  a ten  
cion  pa ra  qu e  con solo leer lo  fo rm e ya su opinión y no tenga  
q u e  p re o c u p a rse  m as  de e s te  c la r ís im o  pUntO'

•Agregó también (el testador) que era su voluntad que su 
•actual esposa pudiese disponer durante su vida y á su vo- 
tlunlad de los bienes en que la instituye heredera universal 
•sin que nadie ni aun los que á su muerte deben sustituirla 
«en la herencia puedan pedirle cuentas ni poner reparos á la 
•administración que ella crea prudente tener sobre ellos, lo 
«que recomienda muy especialmente, atenta la confianza que 
•tiene en su dicha esposa.•

Mi representada es instituida por única y universal heredera 
por D. L. G y como á la vez se le impone que á su fallecimi­
ento pase la herencia á personas determinadas, para que no 
quede duda de que no ha sido la mente del testador concederle 
el simple usufructo de los bienes, agrega, pero entiéndase que 
mi heredera universal á pesar de la vinculación que le impongo 
podrá disponer de los bienes durante su vida y á su voluntad 
sin que nadie ni aún los que deben sustituirla en la herencia 
puedan pedirle cuentas ni poner reparos á la administración 
que ella crea prifdente tener sobre ellos.

¿Qué usufructo es ese en que la usufructuaria puede dispo 
ner de los bienes á su voluntad, y administrarlos como le dé 
la gana sin que nadie pueda oponerle reparos, ni ambos su 
puestos propietarios, ni pedirle cuentas de su administración?

Semejante suposición no pasa de una extravagancia ó de 
una insinuación que se hace al pasar sin el propósito siquie 
ra de que se tome en séria consideración.

II
No es du^ósó, pues, que se trate en este caso de un ver 

dadero fideicomiso, de una de esas sustituciones que han si 
do abolidas ó prohibidas por el Código Civil.

Institución de una persona con cargo de restituirla heren 
cia á su fallecimiento á otras determinadas quese indican.

Y aquí es el caso de volver á plantéamela y definidamente 
la cuestión.

¿Los fideicomisos, esa clase de sustituciones que el Código 
prohibió, la sustitución deque se trata en este caso, era per­
mitida y licita antes de la promulgación del Código?

¿El art, 133 de la Constitución no anuló y abolió esa clase 
de sustituciones?

2.^ No habla por lo menos dudas que la jurisprudencia 
prúclioa no llegó ú resolver acerca de.si el art 133 de la Cons­
titución liabia anulado ó abolido las sustituciones de ese gé­
nero?

Y suponiendo que el art. 133 de la Constitución no aboliese 
ni anulase esas sustituciones, qne ni siquiera engendrase 
dudas al respecto; ¿no seria legitimo aplicar al caso ocurrente 
las disposiciones del Código Civil?

(Continuará).

C O N S U L T A S

Hscritaraa de poder
Florida, Mayo 14 de 1882. 

Señores Redactores de La Reoista Forense.
Deseo conocer la opinión de ustedes sobre la adjunta con­

sulta.
Un suscritor.

¿Dado lo que dispone el articulo 65 §1.® del Decreto-Ley 
de 31 de Diciembre de 1878, un Escribano puede autorizar le­
galmente escritura de poder á favor de persona que sea su 
pariente dentro del cuarto grado de consanguinidad?

El inciso 1.® del articulo 68 del Decreto Ley de 1878 sobre 
Escribanos dioo asi:

«Es prohibido á los Escribanos autorizar escritura alguna 
en que intervengan sus parientes consanguíneos dentro del 
cuarto grado, ó sus afines dentro del segundo.»
La prohibición, como se vé, os absoluta tratándose de escri­

turas públicas.
¿Pero el poder otorgado ante Escribano Público es una 

escritura pública en el sentido rigoroso de la palabra?
Esta seria la única duda que pudiera dar lugar á la con­

sulta que se nos dirije.
Por la legislación antigua el poder, aun el otorgado ante 

Escribano, era mas bien Un instrumento, que una escritura 
pública. Siendo un mandato estaba sometido á las formas en 
que el mandato podía otorgarse.

La Ley 13 tit. 5.® pág. 3. «■ establece que el poder podrá 
ser otorgado de palabra ó por escrito.

Las cuestiones á que daba lugar esta manera de constituir 
apoderado hizo necesaria la intervención del legislador y en­
tonces vino la ley 14 de la partida y titulo citados á determi­
nar las formas en que el poder podría ser otorgado.

Por que los juzgadores sean ciertos cuando la carta da la 
personería es cumplida queremos dejar en esta ley de que 
manera debe ser fecha. Es, decimos, que tal carta puede ser 
fecha de tres maneras.»

Estas tres maneras eran ante Escribano Público, ante un 
Escribano cualquiera refrendado por algún Consejo, y ante el 
Juez ó avud acta

Se vó, pues, que el poder no era por esta legislación una 
escritura pública, en el sentido rigoroso de la palabra sino 
mas bien un instrumento publico.

Pero el articulo 157 del Código de Pío. Civil ha inno­
vado toda esta legislación sin dejar lugar á dudas y cues­
tiones al establecer que:

Todo poder para constituir procurador ó apoderado judi­
cial debe hacerse en escritura pública.

Con razón ó sin ella el Código de Procedimiento ha hecho 
del poder una escritura pública, sometida á las formalidades 
y disposiciones que rigen esta materia.

Entre esas disposiciones se encuentra la del inciso 1.* del 
art. 65 del Decreto Ley de 1878, que, en nuestra opinión, es de 
rigurosa aplicación á los poderes desde que la prohibición 
se refiere á todas las escrituras públicas sin distinción, y el 
poder es hoy, como se ha visto, por espresa disposición legal, 
una escritura pública.

--<
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INDICADOR

SUPERIOR TRIBUNAL DE JUSTICIA 
Calle 25 de Mayo núm. 295 

Sata de 1er. turno

Míoistro Pte: Dr. D. Laudelino Vázquez, calle 18 de Julio 
Ministro: Dr. D. Martin Berinduague, calle 18 de Juilo .

» 1 » Rosendo Otero, calle Andes...................
Secretario: D. Francisco M. Castro, Soriano. . . .
Adjunto: D. Francisco Castro, Uruguay........................

201
463
278
191
103

Sala de 2?  turno
JVünistiro Pte: Dr. D. Hipólito Galliaal, Cámaras. . . .
Ministro: Dr. D. Carlos de Castro, Cerro........................

» » o Lindoro Forteza, Treinta y Tres. . .
Secretario: D. Juan Francisco Castro, Camino de rsierra. 
Adjunto: D. Augusto Dupont, Andes..................................

201
197
201
86

280

FISCALES
De Hacienda: Dr. D-. Ernesto Velazco, calle 25 de Mayo. 
De Gobierno: Dr. D. José María Montero, Buenos Aires. 
De lo Civil: Dr. D. Alfredo Vázquez Acevedo, Andes. . 
Del Crimen: Dr. D. Juan Josó Segundo, 18 de Julio .

176
217

87
82

JUZGADO L. DEPARTAMENTAL 
Calle de Cámaras N ? 118

Juez: Dr. D. Ernesto Frias, Rio Negro . . . .  
Actuario: D. Nicolás Lenguas, calle 18 de Julio 
Adjunto: D. Juan Collazo, calle Rio Negro . .

175
303
2 3 0

JUZGADOS DE COMERCIO 
De 1er. turno 

Calle Sarandi núm. 155
Juez: Dr. D. Daniel Granada, calle de Agraciada . 
Actuario: D. José Luis Antuña, calle 18 de Julio 
Adjunto: D. José Luis Antuña (hijo) calle 18 de Julio

De 2 °  turno
Calle de Misiones núm. 166

856
125
234

Juez: Dr. D. Ovidio Grané, calle de Cámaras (altos). 
Actuario: D. Juan R.AIbistur, calle 18 de Julio . . , 
Adjunto; D, Nicolás Bergalls, calle Colonia . . . .

144

208
246

JUZGADOS DE LO CIVIL É INTESTADOS 
Y DE HACIENDA

De primer turno 
Calle de Iluzaingó núm. 128 

Juez; Dr. D. Domingo González, Ituzaingó (altos) . 
Actuario: D. Antenor R. Pereira, calle de Maldonado 
Adjunto: D. Rodolfo Liñan, R econqu ista ...................

De segundo turno 
Calle de Cámaras núm. 158

158
292
27

Juez: Dr. D. Juan*Zorrilla de San Martin, calle de 33 
Actuario: D. Julio Sienra, calle de Misiones . . . .

194
227

De tercer turno 
Calle de Ituzaingó núm. 158 

Juez: Dr. D. José Luis Vita, calle de la Colonia . . 111

Actuario: D. Benito Montaldo, calle de Mercedes

JUZGADOS DEL CRIMEN 
De primer turno 

Calle de San José núm. 196
Juez: Dr. D. Joaquín deljCastíllo, calle da 33 
Actuario; D. Miguel Furriel, calle Egido . .

De segundo turno
Calle del Yi número 36 

Juez: Dr. D. Julio Saez, calle de 18 de Julio. 
Actaurio: D. Manuel P . Fernandez, Cuareim.

241 
16 6

662
126

ESCRIBANÍA DE GOBIERNO Y HACIENDA 
Plaza de Independencia, número 22 

Escribanos D. Tomás de Tezanos, calle de
D. Manuel R. Alonso, Yaguaron. 439

JUZGADO ECLESIASTICO 
Calle de Ituzaingó, número 229 

Jueces de tercera instancia
Obispo Diocesano; Sr. Cura Vicario de Canelones: P res­

bítero don Pedro Letamendi; Sr. Cura Vicario de San José, 
Presbítéro D. Manuel Madruga.

De segunda instancia
Señor Cura Rector de la Aguada, Dr. don Victoriano A. 

Conde; Sr. Cura Rector do la Catedral, don Rafael Yéregui; 
Sr. Cura Rector de San Francisco, D. Martin Perez.

ABOGADOS Y DOCTORES
Nombres Domicilios N úm ero

Aramburú Domingo . . Treinta y Tres. . 222
Antuña J. F ...................... Rincón...........................
Alvarez Saturnino . . C o loa ........................... . 1 94
Aguirre Martin. B a e n o s  A ir e s
-ij rtagaveytia Adolfo . . 2 5  de Mayo . . . . . 137
Arécbaga Justino J. de . . Buenos Aires . . . . 172
Alonso Criado Matías. Cámaras. B . . . . 107
Acevedo Eduardo. . . . S a ra n d i...................... . 141
Acosta y Lara Augusto. . Buenos Aires . . 2 0 8
Azaróla Enrique . Rio Negro . . . . . 2 8 0
Berra Francisco A. S a r a n d i ...................... . 20a
Baena Benito . . . . . It uzningó.....................
Britos del Pino Eduardo. . C ám aras......................
Bustamante Pedro. . . Treinta y Tres . . . . 182
Blanco Juan Cárlos. . C olon........................... . 1 4 3
Bayley Franklin . . . C olon............................ . 192
Bayley Juan Ramón . . Paysandú
Botana Luis Santiago. .
Castellanos José Maria . C e r r i t o ...................... . 8 8
Calzada Félix . . . . Convención . . . . . 2 2 7
Casnravilla Jacinto . . C errito .......................... . 8 8
Conlazo Ensebio . . . . M isiones......................
Corren Leoncio. C ám aras...................... . 124
Cnrballo Lerena Antonio. Misiones......................
Costa Angel Floro. . . 2 5  de Mayo . . . . . 277
Diez Teófilo E. . . . T r c a a r e m b ó
De-Muri« Pablo. . . Buenos Aires. . . . • 1 3 e
Dupont Anselmo E. . . Salto
Durá Frunoisi'.o. . , Treinta y Tras . . . • 1*7
Ellauri Plácido. . . . M isiones...................... . 1 3 5
Estrázuhis Francisco. S a r a n d i ...................... . 1 7 0
Eslrázulas Jaime . . ,

. í  ' ^ . ^ 1
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Perreira Mariano . .
Fein Cárlos A . , .
García Lagos Ildefonso 
Garda Román . . .
Garzón Manuel. . .
Garda Lagos Alberto. 
Gómez do la Gándara Manuel 

• Gómez Palacios Cárlos 
Herrera y Obes Manue 
Herrera y Obes Migue: 
Herrera y Obes Julio.
Ibarra Jorge.
Johnson Jaime .
Lapuente Eduardo do. 
Lerena Cárlos Ambrosi 
Magariños Cervantes A 
Muñoz José María. .
Melian Laflnur Luis . 
Moratorio Angel J. . 
Magariños Cervantes á 
Muñoz y Anaya Cárlos 
Muñoz Francisco.
Mendoza José Román 
Martínez Martin C 
Nin Alberto.
Otero Luis .
Otero Manuel B 
Pedralbes Adolfo .
Perelló José María 
Pena Cárlos María 
Piera Luis .
Pereira Nuñez M.
Ferez Gregorio .
Piñeyro del Campo L 
Rücker Conrado .
Ramírez José Pedro 
Reyes José María,.
Requena y García Joaquín . 
Ramírez Gonzalo .
Ramírez Julio .
Rodríguez Lareta A 
Requena Joaquín .
Ramírez Cárlos Mari 
Riguera Montero J.
Ruiz Buenaventura.
Reggio Luis A. . . 
SalvoSack Cristóbal.
Santurio Cárlos . .
Sienra y Carranza J. M 
Salvañach Juan P . 
Saráchaga Juan A .
Terra José L . . .
Terra Duvimioso. .
Tapia Manuel N . .
Velazco Luis . /. .
Velazoo Ambrosio .
Vázquez Juan A . .
Vigil Constancio. .
Vigil AntonioE . .
Villegas Zúñiga Felipe 
Vila Luis de . . .  . 
Zumarán Cárlos Saenz de 
ZumaránPedro Saenz de

Ituzaingó...................... Albistur Juan R. . . Misiones . . . . 201
Mercedes Alonzo Manuel R. . Plaza Independencia . 22S a r a n d i ...................... Barros Cárlos E . . . Zabala . . . . 113Cindadela...................... Blanc Emilio . . . . Misiones . . . . 214Santa Teresa. . . 56 Bernat Manuel . . . . 25 de Mayo . . ; 388Buenos Aires. . . 124 Barbosa Juan T . . Canelones . 269C ám aras...................... . 202 Bergallo Nicolás . . . Colonia . . . . 246Cámaras...................... Cadenas Antonio . . . Zabala. . . 12925 de Mayo . . . . . 131 Casaravilla Cárlos. . Misiones . . . 198

Misiones...................... Cardozo Luis B. . . . Rincón . . . 80
A r a p e y ...................... Cabral Victorino J. . . Buenos Aires. . . 275
S a ra n d i...................... Collazo Juan . . . . Rio Negro . . 232

Campos José G. . . . Buenos Aires . . 281
Brecha. . . . . . 1'4 Diaz y García M . . Treinta y Tres . . 128
Sarandi . . . . . . 169 Diaz Pedro P . . . . Misiones . . .
Sarandi . . 128 Echeverry Podro . . Znbala . 158
Plaza Independencia . 11 Fernandez Manuel N. . Misiones . . 108
Ituzaingó . . . . . 224 F erre ria ...................... . 64
Florida . 164 González Justino . . Zabala . . . . 168
Wasihington. 122 Girait Joaquín . . . . Zabala . . . . 458
Queguay . . . . Liñan Rodolfo . . Reconquista. . 27
Cindadela. 12o Lenzi Francisco . . Plaza Independen cía . 24
Cerrito. . . . 258 Líznrza José de . . Buenos Aires . . 285
Sarandi . . . 263 Moratorio Agustin J . . Treinta y tres . . 167
Sarandi . 263 MadozJuan B . . . . Misiones . 429
Andes . 278 Micoud Cristino . . . Florida . . . . 150

Tacnarembó Perelló Juan A . . . . Sarandi . . 303
Andes. 420 Piccardo Eduardo H . . 18 de Julio . . 287
Sarandi . . 303 Paisal y Avila . . . Florida . . . 241
25 de MayO • . . . 300 Pereira y Tamacho. . . Piedras . . . 29I
M isiones...................... 99 Puyo Adolfo B . . . . Buenos Aires . . 275

Mercedes Prieujuan . . . • . . 27
Tacnarembó Rebollo J. C . . . . 53

Rincón........................... 152 Ruiz Venancio . . . . 18 de Julio . . . 519
Sienra Julio . . , . . Cámaras . . . 193

Treinta y Tres . . . 246 Vidal y Moratorio . . Misiones . 158
Cerrito........................... 15q Veita Francisco . Misiones. . 175
18 de Julio . . . . 405 Ximeno Martin . . . . Ituzaingó . . . 102
C olon ........................... 153 ____
C olon ...................... 181 PROCURADORES
Buenos Aires . . U4
C ám aras........................... 199

Nombres Domicilios Números

Plaza Independencia . . 35
Z a b a l a ..................................
Buenos A ire s ....................... 208
S a ra n d i................................ ]20
C in d ad e la ............................n o
Misiones................................. 134
Treinta y Tres....................... 15J
25 de Mayo..............................30
R in c ó n .......................   . 39
S aran d i.................................359
Cerro........................................ 4q
M e rc ed e s........................ ' 375
A ra p e y .................................]26
San José............................ a 63
Treinta y Tres. . . . : 137
R in c ó n ................................... 64
Mercedes................................ 142
Ituzaingó.................................166
Treinta y Tres. . 1 . . 135
Treinta y Tres . . . .  135

ESCRIBANOS PUBLICOS
N rabro í Domicilios Número»

Antuña L u i s ......................18 de Julio . . . .  133
A guiarJ. J. F ........................Misiones................................I57I

Anavitarte Cárlos L. 
Aramburú Pedro.
Arroyo Lino G. .
Arroyo Vicente G 
Arrue Carlos J. .
Blanco y Leura J.
Berra Victoriano P 
Britos del Pino Federico 
Bignalas Simón . .
Barbot y Ca. Ramón ' 
Castellanos Alfredo E 
Canüeid Federico 
Chápores Nicolás.
Diaz Teófilo. . .
Diaz Federico . .
Echenique Pedro Fernandez.

raga Francisco C 
Ferreira Juan C .
Franco José Antonio 
Freitas Leoncio . 
Goycoechea T. T. de 
Lenguas Pedro L.
Lenzi Francisco. .
Malvar José . . .
Moratorio Julio R.
Moré Pedro . . .
Nuñez Casto M .

Sarandi..........................is4
Treinta y Tres , . . .  222

Z a b a ia ......................... H3
Z a b a la ......................... 158
Z a b a la ......................... 165
M is io n es .................... 148
Sarandi......................... 205
Cámaras . . . . . .  44
B recha..........................19
Buenos Aires. . . . . .  27S
S a r a n d i .....................493
Buenos Aires.................54
Sarandi ............................ 263
C arrito ......................... 158
C errito ......................... 158
M is io n es .....................218
C á m a ra s .....................432
25 de Mayo................. ...... 423
A n d e s ..........................326
Daiman..........................240
Ituzaingó.....................146
Z ab a la ..........................138
Plaza Independencia. . 24
C errito .........................25*
F lorida......................... 164
Bue .JB Aires . . . b 190
S a r a n d i .................... 16T
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Olave Eduardo. . 
Perez Benigno . .
Pereirá Corálio . 
Prandó Pablo . •
Pittaluga Früctuosó 
Possoló Nicolás,
Pose Agustiri . .
Piñejr'o Jósé'M. . 
Piedra Cueva Lino 
Ramírez Oclávid . 
Rentería Luis . .
Rovira Juan A . .
Rodríguez Lárréta Luis 
Rovido Cándido.
Ros Alberto .' . 
Sánchez Eduardo 
Segura Jósé A i 
Solo Manuel. .
Sosa Julio B;
Sierra Miguel Antonio 
Taboas Juan. . .
Tapia Alfredo . . 
Tebbt Hipólito . .
Urbislondo Santos. 
Viana Exequial de, 
Vidal José C. ; . 
Warren Cárlos .

Ituzaingó............................208
M isio n es............................ 144
Ituzaingó ............................12®_
Andes . . . .  • • • 239
Andes . ............................ 239
San José . . . .  i • 150
S n ra n d i....................... 2̂
18 de Julio............................121
Convención.......................216
Colon. . ............................ 153
Miziones . ■................11"̂
Plaza- Independencia. . 53
Buenos Aires................ 114
Sarandi . . . . .  . 167
Cindadela..................... 240
Buenos Aires................Il4
Misiones . . . . . .  144
S a r a n d i .....................124
25 de M ayo ................309
D u razn o .....................107
Zabala......................... 129
C e r r o .......................... 40
Zabala............................7
Arapey......................... 218

, U ruguay .................... 234
Colonia. . . . . . .  246
Florida.........................169

. Andes..........................250Zúfliga B. García . . .
Suplicamos á los señores Secretarios del Tribunal de Jus­

ticia, Actuarios; Abogados, Escríbanos y Procuradores que. 
si notan algún error k omisión en el Indicador que de sus 
domicilios publicamos, se sirvan hacedlo saber en la Admi­
nistración de La Revista Fórense.

vos de sus créditos, bajo apercibimiento de lo que haya lugan 
— Meló, Abril 20 de 1882—Aníonio Vajíquex, Escribono^Pü»
blíco. m. 2 V. Jtl. 6.

e d i c t o
El Juez de Paz de la Sesta Sección del Departamento de la

Colonia, hace saber que por la presente se cita, llama y em­
plaza á doña Adela Enaut de Watri sin domicilio conocido, 
para que en-el término de noventa dias á contar desde ésta 
fecha, comparezca en este Juzgado á oir una demanda qué 
por cobro de pesos ha interpuesto don Francisco Saintagnei^ 
bajo apercibimiento, que de no comparecer se le nombrsrá 
defensor de oficio de conformidad con lo dispuesto en el ar­
tículo 308 del Código de Procedimiento Civil.

Dado en el Carmelo á 3 de Mayo de 1882—Brtpido García, 
Juez de Paz. 90 p. m. 18 v. jn. 20.

E D I C T O
De mandato del señor Juez L, Departamental doctor don 

Juan Félix Loríente se hace saber al,público, la apertura de 
la sucesión de don Miguel Gordan y doña Vicenta Caraballq 
para que los bué se consideren con dérecho á ella se presen, 
ten con los justificativos de sus créditos dentro del término 
de sesenta dias de conformidad á loque establece el arti­
culo 1045 del Código de Procedimiento Civil.—Meló, 22 
de 1S82.—Antonio Vaiques. Escribano público.

60 püb. m. 20 y v. ag. 4 P

E D I C T O
Por disposición del señor Juez L. Departamental doctor don 

Juan Feliz Lorienle se hace saber al jniblico, la apertura de 
la sucesión de don Miguel Jordán y doña Vicenta Caraballo 
para que tos consideren con dérecho á ella se presenten á 
deducirlo, con los justificativos correspondientes dentro del 
término de sesenta dias, bajo apercibimiento.—Meló, Abril29 
de 1882. -Antonio Vasquec, Escribano público.

60 pub. m. 20 y v. ag. 1 P

R E M A T E S  J U D I C I A L E S

acabaL e y e s  y  D e c r e to s  de 1 8 8 1  publi­
car el lomo VII de La Colección Legislativa que dirige el Dr. 
don Matías Alonso Criado, alcanzacr hasta el31 de Diciember 
de 1881. Se vende lo mismo que los tomos anteriores en ca­
sa del Editor Cámaras 107.

_  , JuoicuL—De losderechosL a sta r r if t  y  irereaa.  ̂ i,, 1/4 parte proindivisa
perteneciente á don Andrés Wels, en la fábrica de l'<elo in 
dustrial de los señores A. Wells y C. , sita en la calle 25 de 
Mayo n-úmeros 1, 2, 4 y 6.

E l  E ú ú e s  5 de Junio próximo álas 12 en punto del dia, 
veudeaemos en remate público, al mejor postor y dmero de 
contado, por órden del señor J u p  L. de Comercio, doctor don 
Ovidio Grané, en autos ejecutivos de don Alberto Narizano 
con don Andrés Wells, losderechos á 1/4 parte proindivi^sa 
de la referidafábrica de hielo luduslrial, pertenecientes di 
chos derechos al señor A. Wells, tasados en la suma de

^^N^ se admitirá oferta que no exceda de las 2/3 partes de 
la tasación ($1746.30) y el comprador deberá consignar en el 
acto de la venta el 10 p .§  del importe.

El inventario y tasación déla fábrica, cuyos derechos a la 
1/4 parte vamos á vender, corren en el expediente de la refe­
rencia, y podránser examinados por los interesados en la 
oficina aciuaria calle Misiones húmero 16b.

Por otrós informes á nuestro escritorio Zabala 11».
La -venta tendrá lugar en el local de la fúbHca.

J o s é  P . R a m ír e z ABOGADO Calle 33 núm.236,

A V ISO S
E D I C T O

De raahdhtodel señor Jhez Letrado. Departamenial doctor 
D. Jnan F. Loríente y de conformidad á jo  preceptuado por 
el arliculo 1045 del (Jódigo de procedimiento Civil, se hace 
saber al público la apertura de la sutesidn de doh Jacinto 
Fernandez Yergara para qUe todos loe que se consideren con 
derecho á los bienes existentes,, se presenten ante este Juz* 
gado, dentro del término do treinta dios con los justiticati-

G o n za lo  R a m ír e z
P a b lo  D e -M á r ía ABOGADO, Bnenos Aires 139,

C á r lo s  E . B a r r o s ESCRIBANO PUBLICO— 
Calle Zabala 413.

V ic to r in o  J o s é  C a b ra l BL?cô ĉ̂ iê 'do
Buenos Aires núm. 275 (Arcos de la Pasiva) ó 18 de Julio 
núm. 531.

T ESCRIBANO PÜBLiCO. SeJí ranClSCO l^enzi encargada asuntos judiciales 
Plaza Independencia núm, 24 y Piedad núm. 94.

A .m brosia  G a sta g n e t
José núm. 23

PROCURACOR FIS­
CAL, Calle de San

O c ta U o  R a m ír e z

C á r lo s
moro 154.

I . A n a v ita r te PRUCURADOR- 
Calle Sarandi nu-

E d u a rd o  D á v i la  «“ « ador pObuco. ade Moyo núm. 55.
ab.24 V jul. 32.

Establecimiento Tipográfico Lo Rason


